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Ibagué, 2 de abril de 2025  

Doctora 
ANDREA MARCELA MOLINA ARAMENDIZ 
Contralora Auxiliar 
Contraloría Departamental del Tolima  

REF.  Respuesta bajo radicado CDT-RE-2025-00000856 

Cordial saludo, 

De manera respetuosa y teniendo en cuenta la solicitud allegada a esta Dirección, me 
permito dar contestación a su requerimiento en los siguientes términos: 

I. Problema planteado: 

La Contraloría Auxiliar, de la Contraloría Departamental del Tolima, remite ante este 
despacho, solicitud de concepto bajo radicado CDT-RE-2025-00000856, en el cual, plantea 
los siguientes interrogantes, así: “[…] De manera respetuosa me permito solicitar 
concepto sobre los siguientes interrogantes;.  

1. ¿Cuál es la posición jurídico-interpretativa frente a la procedencia de la prescripción 
de la acción de cobro de los procesos de cobro coactivo derivados de fallos con 
responsabilidad fiscal y multas sancionatorias, impuestas por las Contraloría 
Departamental del Tolima? Del mismo modo, indicar si son aplicables los artículos 
817 y 818 del Estatuto Tributario, o en caso contrario cual es la normatividad 
aplicable. 

2. Con la suscripción de acuerdos de pago se interrumpe el término de prescripción 
de la acción de cobro en virtud del artículo 818 del Estatuto Tributario. De acuerdo 
a lo anterior, la contabilización del término de prescripción de la acción de cobro se 
reinicia con el incumplimiento del acuerdo de pago. ¿Cuál es la posición jurídica 
frente a los acuerdos de pago que se encuentran incumplidos y no cuentan con 
actos administrativos declarando su incumplimiento? ¿Desde qué fecha se reinicia 
la contabilización del término de prescripción en esos casos concretos? 

3. ¿Cuál debe ser la ruta para sanear la cartera rezagada, con imposibilidad de cobro 
y con una antigüedad de más de 10 años, donde ya se ha configurado la 
prescripción de los procesos coactivos a la luz de los artículos 817 y 818 del 
Estatuto Tributario? 

4. ¿Es procedente de conformidad con la normatividad vigente adelantar el trámite de 
cesación de la gestión de cobro y depuración contable de los procesos de cobro 
coactivo por parte de las Contralorías Territoriales? Lo anterior, teniendo en cuenta 
la naturaleza de los recursos y procesos adelantados, toda vez que, en el caso de 
los procesos de cobro coactivo derivados de fallos con responsabilidad fiscal los 
recursos pertenecen a las entidades afectadas por el daño patrimonial y no 
ingresan a las Contralorías. Así mismo, los valores de las cuotas de fiscalización y 
las multas que se imponen y se pagan en diferentes vigencias, no ingresan a las 
arcas del ente de control. 

5. ¿Qué posición se debe acoger, cuando la persona ejecutada fallece en el 
transcurso de un proceso de cobro coactivo, no posee bienes que permita inscribir 
medidas cautelares y se desconoce la existencia de herederos? ¿Es procedente la 
terminación del proceso coactivo frente a la persona fallecida? 

6. Indicar como se realiza la distribución/asignación de los valores pagados dentro del 
proceso de cobro coactivo por las aseguradoras (como terceros civilmente 
responsables declarados en el proceso de responsabilidad fiscal), cuando existen 
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varios responsables fiscales con responsabilidades individuales y 
solidarias. ¿Cómo es su distribución y aplicación a los valores de 
capital e intereses moratorios? 

 […]” 

II. Consideraciones 

Sin perjuicio de lo anterior, la Dirección Técnica Jurídica de la Contraloría Departamental 
del Tolima, dentro de los límites de sus atribuciones, esto es, haciendo abstracción del 

caso particular expuesto por el peticionario y teniendo en cuenta que las inquietudes 
corresponden a situaciones de procedimiento propias de esta entidad, no es coherente 
que este despacho entre a debatir y/o resolver cada uno de los temas que son propias del 
manejo de la Contraloría Auxiliar de este ente de control. 

Sin embargo, en aras de resolver dicha inquietud, este despacho elevó ante la Auditoría 
General de la República, entidad que es la encargada de auditar los procedimientos que 
realizan las contralorías territoriales, a fin de encontrar un concepto jurídico que sea 
objetivo con la misionalidad no sólo de la Dirección Técnica Jurídica, sino de la misma 
Contraloría Auxiliar, por lo cual, dentro del concepto bajo radicado 110.015.2025 de fecha 

25 de marzo de 2025, frente a dichos puntos indicó lo siguiente: 

“ Una vez verificada su solicitud, es claro que esta se refiere a un asunto o situación 
individual y concreta que puede llegar a ser sometido a nuestra vigilancia, por lo cual 
como se anotó anteriormente, no nos podemos pronunciar de forma específica; no 
obstante, esta Oficina Jurídica para brindar elementos de juicio que contribuyan al 
debate académico y permitan al consultante dilucidar la problemática planteada traerá 
a colación las normas, jurisprudencia y doctrina referentes que se encuentra al alcance 
de todos, exponiendo algunas consideraciones jurídicas, para así emitir concepto de 
manera general y abstracta. 

1. Proceso de jurisdicción coactiva de competencia de las contralorías 

Con el fin de revisar el proceso de jurisdicción coactiva de competencia de las 
Contralorías, la Oficina Jurídica se permite indicar primeramente que es «un privilegio 
exorbitante de la Administración, que consiste en la facultad de cobrar directamente, 
sin que medie intervención judicial, las deudas a su favor, adquiriendo la doble calidad 
de juez y parte, cuya justificación se encuentra en la prevalencia del interés general, en 
cuanto dichos recursos se necesiten con urgencia para cumplir eficazmente los fines 
estatales1». 

Que por disposición de los artículos 268 y 272 de la Constitución, el ejercicio de la 
jurisdicción Coactiva le corresponde al Contralor General de la República y por dicho 
conducto también a las contralorías, así: 

«[…] 

5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las 
sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 
jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación» 

[…] 

«17. Imponer sanciones desde multa hasta suspensión a quienes omitan la obligación 
de suministrar información o impidan u obstaculicen el ejercicio de la vigilancia y 
control fiscal, o incumplan las obligaciones fiscales previstas en la ley. Así mismo a los 
representantes de las entidades que, con dolo o culpa grave, no obtengan el 
fenecimiento de las cuentas o concepto o calificación favorable en los procedimientos 
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equivalentes para aquellas entidades no obligadas a rendir 
cuenta, durante dos (2) períodos fiscales consecutivos» 

En cuanto a las competencias ejercidas por las contralorías 
territoriales, el artículo 272 ibídem Señala: 

«La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde 
haya contralorías, corresponde a estas en forma concurrente con la Contraloría General 
de la República. 

La vigilancia de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, salvo lo que 
la ley determine respecto de contralorías municipales. 

La ley regulará las competencias concurrentes entre contralorías y la prevalencia de la 
Contraloría General de la República. 

(…). 

Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito 
de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la 
República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, según los principios de 
coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría 
General de la República será preferente en los términos que defina la ley». (Negrillas 
fuera de texto) 

Por su parte el artículo 90 de la Ley 42 de 1993 dispone: 

«Para cobrar los créditos fiscales que nacen de los alcances líquidos contenidos en los 
títulos ejecutivos a que se refiere la presente Ley, se seguirá el proceso de jurisdicción 
coactiva señalado en el Código de Procedimiento Civil, salvo los aspectos especiales 
que aquí se regulan.» 

El artículo 92 de la citada disposición cita que prestan mérito ejecutivo: 

«1. Los fallos con responsabilidad fiscal contenidos en providencias debidamente, 
ejecutoriadas. 

2. Las resoluciones ejecutoriadas expedidas por las contralorías, que impongan multas 
una vez transcurrido el término concedido en ellas para su pago. 

3. Las pólizas de seguros y demás garantías a favor de las entidades públicas que se 
integren a fallos con responsabilidad fiscal». 

A su turno, el artículo 5 de la Ley 1066 de 2006, establece la facultad de cobro coactivo 
y procedimiento para las entidades públicas: 

«Las entidades públicas que de manera permanente tengan a su cargo el ejercicio de 
las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios del Estado 
colombiano y que en virtud de éstas tengan que recaudar rentas o caudales públicos, 
del nivel nacional, territorial, incluidos los órganos autónomos y entidades con régimen 
especial otorgado por la Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para hacer 
efectivas las obligaciones exigibles a su favor y, para estos efectos, deberán seguir el 
procedimiento descrito en el Estatuto Tributario. 

Parágrafo 1°. Se excluyen del campo de aplicación de la presente ley las deudas 
generadas en contratos de mutuo o aquellas derivadas de obligaciones civiles o 
comerciales en las que las entidades indicadas en este artículo desarrollan una 
actividad de cobranza similar o igual a los particulares, en desarrollo del régimen 
privado que se aplica al giro principal de sus negocios, cuando dicho régimen esté 
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consagrado en la ley o en los estatutos sociales de la sociedad 
[…]». (Resaltado fuera de texto) 

Sobre el recaudo de cartera pública y con la expedición de la 
Ley 1066 de 2006, el Consejo de Estado precisó: 

«En conclusión, en el contexto del artículo 5º de la Ley 1066 de 2006, las Contralorías 
deben seguir como regla general el procedimiento de cobro coactivo previsto en el 
Estatuto Tributario, con las salvedades que se hacen enseguida respecto de las 
disposiciones especiales contenidas en las Leyes 42 de 1993 y 610 de 2000 
para los procesos de cobro coactivo basados en actos administrativos que 
declaran la responsabilidad fiscal. (Resaltado fuera de texto) 

(…) 

En el contexto de la Ley 1066 de 2006, las contralorías sí recaudan rentas o caudales 
públicos y, por ende, les es aplicable lo establecido en su artículo 5, salvo en materia 
de procesos de cobro coactivo originados en actos administrativos que 
declaran la responsabilidad fiscal, los cuales, por su especificidad, se rigen 
por sus normas especiales2». (Resaltado fuera de texto) 

Por último, el artículo 100 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA consagra el procedimiento 
de cobro Coactivo para las autoridades y la aplicación del Estatuto Tributario, así: 

«ARTÍCULO 100. REGLAS DE PROCEDIMIENTO. Para los procedimientos de 
cobro coactivo se aplicarán las siguientes reglas: 

1. Los que tengan reglas especiales se regirán por ellas. 

2. Los que no tengan reglas especiales se regirán por lo dispuesto en este título y en el 
Estatuto Tributario. 

3. A aquellos relativos al cobro de obligaciones de carácter tributario se 
aplicarán las disposiciones del Estatuto Tributario. 

En todo caso, para los aspectos no previstos en el Estatuto Tributario o en las 
respectivas normas especiales, en cuanto fueren compatibles con esos 
regímenes, se aplicarán las reglas de procedimiento establecidas en la Parte 
Primera de este Código y, en su defecto, el Código de Procedimiento Civil en 
lo relativo al proceso ejecutivo singular». (Resaltado fuera de texto). Hoy Código 
General del Proceso (CGP, Ley 1564 de 2012). (Resaltado fuera de texto) 

La revisión de las normas transcritas en precedencia permite inferir preliminarmente 
que el cobro coactivo aplicable a los fallos de responsabilidad fiscal posee su propio 
procedimiento, fijado especialmente en las normas que lo regulan y que, en ausencia 
de regulación de parte de estas, se optará por una hermenéutica sistemática 
compuesta a saber por el estatuto tributario, el CGP, el CPACA y Ley 1066 de 2006, 
atendiendo claro está, las particularidades del caso en concreto. 

2. La prescripción de la acción de cobro 

La prescripción es un modo de extinguir las obligaciones por el transcurso del tiempo, 
sin que el acreedor consiga el pago total de la misma por parte del deudor. El artículo 
817 del Estatuto Tributario, estipula un término de prescripción de cinco (5) 
años, contados a partir de las correspondientes ejecutorias de los actos 
administrativos que contienen las obligaciones legalmente exigibles, 
contados a partir de: 

«1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno Nacional, 
para las declaraciones presentadas oportunamente. 
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2. La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las 
presentadas en forma extemporánea. 

3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en 
relación con los mayores valores. 

4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o 
discusión. 

La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de los 
Administradores de Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos, o de 
los servidores públicos de la respectiva administración en quien estos deleguen dicha 
facultad y será decretada de oficio o a petición de parte». 

El acto administrativo que resuelve la prescripción ordenará igualmente la terminación y 
archivo del proceso coactivo si lo hubiere, o el archivo del expediente si no se hubiere 
notificado el mandamiento de pago. 

La figura de la prescripción contenida en el artículo 817 del Estatuto Tributario 
establece el término máximo, para culminar el proceso de recaudo, el cual comienza a 
contar al día siguiente de la notificación del mandamiento de pago, por expresa 
remisión que hace el artículo 100 de la Ley 1437 de 2011. 

Sobre la interrupción y suspensión del término de prescripción el artículo 818 
del Estatuto Tributario señaló: 

«El término de la prescripción de la acción de cobro se interrumpe por la notificación 
del mandamiento de pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, por la 
admisión de la solicitud del concordato y por la declaratoria oficial de la liquidación 
forzosa administrativa. 

Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a correr de 
nuevo desde el día siguiente a la notificación del mandamiento de pago, desde la 
terminación del concordato o desde la terminación de la liquidación forzosa 
administrativa. 

El término de prescripción de la acción de cobro se suspende desde que se dicte el auto 
de suspensión de la diligencia del remate y hasta: 

- La ejecutoria de la providencia que decide la revocatoria, 

- La ejecutoria de la providencia que resuelve la situación contemplada en el artículo 
567 del Estatuto Tributario. 

- El pronunciamiento definitivo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el caso 
contemplado en el artículo 835 del Estatuto Tributario». 

Respecto de estas figuras, el Consejo de Estado precisó: 

«En consecuencia, al hacer efectivo el cobro de los actos administrativos enlistados en 
el artículo 92 de la Ley 42 de 1993, la Contraloría debe tener en cuenta que se 
encuentra legalmente obligada a concluir el proceso de cobro coactivo dentro del 
término perentorio de cinco años fijado en las normas en cuestión. 

Esto no es óbice para que, tal como las mismas disposiciones lo autorizan, sea posible 
ordenar la suspensión del proceso durante la diligencia de remate. En cualquier caso, 
aun cuando se presente esta última circunstancia, el Estatuto Tributario establece 
reglas claras que imponen la pronta reanudación de los términos, lo que garantiza la 
rápida culminación del proceso de recaudo y, de modo no menos importante, la 
efectiva realización del principio de la seguridad jurídica. 
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[…] 

Desde entonces la validez del proceso de cobro coactivo 
depende de que la pretensión de cobro, que es cosa 

completamente distinta a la ejecutoriedad del acto administrativo, se mantenga 
vigente. Esto último depende de que la Contraloría concluya el proceso de jurisdicción 
coactiva dentro del término de cinco años, según establece el artículo 818 del Estatuto 
Tributario. De lo dicho hasta este punto se infiere que la aplicación de los artículos 817 
y 818 del Estatuto Tributario a los procesos de cobro coactivo sustanciados por la 
Contraloría es consecuencia de la remisión normativa prevista en el artículo 100 del 
CPACA. 

En este orden de ideas, la Sala descarta la eventual existencia de una laguna normativa 
que pudiera autorizar la duración indefinida de los procesos de cobro coactivo que 
sustancia la Contraloría. Por el contrario, en atención a que el Legislador ha dispuesto 
que «para los procedimientos de cobro coactivo se aplicarán las siguientes reglas: (…) 
2. Los que no tengan reglas especiales se regirán por lo dispuesto en este título y en el 
Estatuto Tributario», resulta claro que la asamblea legislativa dispuso, de manera 
deliberada, la aplicación de estas disposiciones a tales procesos de cobro3». 

Corolario de lo anterior y, a manera de ejemplo, el proceso de jurisdicción coactiva de 
competencia de la DIAN les aplica el término de prescripción de cinco (5) años, de 
conformidad con el artículo 817 del Estatuto Tributario, sin embargo, otras entidades 
con norma especial, como la Ley 42 de 1993, para los organismos de control fiscal del 
país, entre los que se encuentra la Auditoría General de la República no hay unidad de 
criterio respecto de la prescripción de la acción de cobro . 

La Oficina Jurídica de la Auditoría General de la República en concepto nro. 
110.032.2024 del 29 de abril de 2024, respecto de la prescripción de la acción de cobro 
en los procesos de jurisdicción coactiva precisó: 

«En el artículo 100 de CPACA, se observa que en el literal 1° hace referencia a los que 
tengan reglas especiales se regirán por esas reglas especiales, en este caso, existe una 
norma especial, esta es la Ley 42 de 1993, la cual contiene unas disposiciones 
diferenciales para los procesos de jurisdicción coactiva derivados de fallos de 
responsabilidad fiscal, no obstante, en virtud de su artículo 90, el trámite general, no 
regulado por dicha norma especial, sería el mismo del proceso de jurisdicción coactiva 
de la entidades públicas, que para el momento histórico en el que se promulgó dicha 
ley, estaba regulado por el Código de Procedimiento Civil, sin embargo, ha sido 
voluntad del legislador desde la expedición de la Ley 1066 de 2006 y la Ley 1437 de 
2011, constituir el trámite regulado en el Estatuto Tributario como el general para los 
procesos de jurisdicción coactiva destinados al recaudo de la entidades públicas. 

En consideración de todo lo expuesto, dentro del trámite regulado por el Estatuto 
Tributario se encuentra el término de prescripción de deudas fiscales en su artículo 
817, es por esta razón que, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, 
ha manifestado que opera el fenómeno de la prescripción, sin perder de vista, que la 
norma especial, la Ley 42 de 1993, no reviste un término de prescripción de proceso de 
jurisdicción coactiva derivados de fallos con responsabilidad fiscal. 

En aras de responder sus demás interrogantes y teniendo en cuenta que se 
considera la operabilidad de la prescripción en estas clases de procesos, su 
declaración podrá generar hallazgos fiscales y penales, cuando se racialicen 
contrario a derecho o de manera irregular ». (Resaltado fuera de texto) 

En similar sentido, en concepto 110.003-2025 del 20-01-2025, respecto de la 
prescripción de la Acción de cobro la suscrita Oficina indicó: 
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«Esta postura ha sido acogida por este Despacho en diferentes 
conceptos, no obstante, en aras de ampliarla nos permitimos 
realizar las siguientes consideraciones. 

Este Despacho reconoce que la prescripción en los procesos de cobro coactivo ha sido 
objeto de múltiples interpretaciones, lo que ha generado una notoria divergencia en 
cuanto a su aplicabilidad en el ámbito del cobro coactivo derivado de fallos con 
responsabilidad fiscal. Esta situación es el resultado de la coexistencia de diferentes 
marcos normativos y de las remisiones legislativas que, históricamente, han vinculado a 
estos procesos con regímenes tanto civiles como administrativos. 

En este contexto, la Ley 42 de 1993 estableció una regulación especial para los 
procesos de cobro coactivo derivados de la función de vigilancia y control fiscal, 
complementándola con disposiciones del entonces vigente Código de Procedimiento 
Civil (CPC). Sin embargo, la derogatoria del CPC por el Código General del Proceso 
(CGP), y la posterior evolución del derecho administrativo con la expedición de la Ley 
1437 de 2011 (CPACA), han introducido nuevos elementos interpretativos. 

Particularmente, el CGP reconoce la prescripción como una causal de excepción, pero 
no regula el término de manera específica, remitiendo nuevamente al Código Civil, que 
fija este término en cinco años. De manera simultánea, el Estatuto Tributario, adoptado 
como marco general para los procesos de cobro coactivo en entidades públicas a través 
de la Ley 1066 de 2006, establece un término de prescripción de cinco años para 
deudas fiscales, lo que ha generado debates respecto a la aplicabilidad de esta norma a 
las contralorías, dado su carácter autónomo. 

Esta multiplicidad de normas y su posible interacción plantean un desafío interpretativo. 
En lo que respecta a los procesos de cobro coactivo fiscal, es evidente que existe una 
falta de claridad normativa que dificulta la unificación de criterios respecto a la 
prescripción. Por tanto, cada contraloría, en ejercicio de la autonomía que le confiere el 
artículo 267 de la Constitución Política, debe evaluar las circunstancias particulares de 
cada caso, analizando todas las aristas económicas, normativas, jurisprudenciales y 
doctrinales relevantes, así como los efectos prácticos de su decisión. 

De acuerdo con todo lo expuesto, es preciso señalar que la aplicación de la 
normativa del Estatuto Tributario en materia de prescripción debe ser 
analizada en cada caso concreto. (Resaltado fuera de texto) 

Esto se debe a la divergencia jurídica existente, lo que demuestra que el tema no está 
claramente definido. Asimismo, no debe perderse de vista que el proceso de 
responsabilidad fiscal es un procedimiento especial, cuyo propósito es garantizar la 
protección de los recursos públicos y asegurar la reparación del daño causado al 
patrimonio del Estado, propósito resarcitorio. 

En este sentido, este Despacho reconoce que en conceptos previos se ha manifestado 
la viabilidad de dicha aplicación. No obstante, en esta oportunidad y atendiendo 
la dualidad en la postura, considera que resultaría inapropiado para este 
órgano de control emitir un pronunciamiento definitivo sobre los términos y 
condiciones de prescripción que carecen de una regulación clara y específica 
en la normativa vigente. La determinación de estos aspectos corresponde 
exclusivamente al legislador, a quien incumbe establecer las reglas precisas 
en esta materia. 

Cabe señalar, además, que, en caso de controversia respecto a la 
prescripción, esta puede ser alegada y decidida ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa, que es la instancia competente para resolver 
sobre la legalidad y aplicabilidad de estas figuras jurídicas. 
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Por tanto, cualquier interpretación sobre la prescripción 
debe fundamentarse en un análisis normativo 
exhaustivo que considere no solo la especialidad de las 

normas aplicables, sino también los fines esenciales del proceso de 
responsabilidad fiscal. Este enfoque garantiza un respeto estricto por el 
principio de legalidad, refuerza la seguridad jurídica en el ejercicio de la 
función fiscalizadora y asegura el acceso a los mecanismos judiciales 
pertinentes cuando sea necesario». (Resaltado fuera de texto) 

Así las cosas, esta Oficina ratifica lo que en pronunciamientos anteriores ha sostenido 
en cuanto a la ausencia normativa de un criterio hermenéutico unificado sobre la 
prescripción de la acción de cobro, quedando a la autonomía de los órganos de control 
fiscal valorar las particularidades del caso en concreto. 

2.1. Acuerdos de pago y saneamiento de cartera 

El artículo 96 de la Ley 42 de 1993, señala: 

En cualquier etapa del proceso de jurisdicción coactiva el deudor podrá celebrar un 
acuerdo de pago con el organismo de control fiscal, en cuyo caso se suspenderá el 
proceso y las medidas preventivas que hubieren sido decretadas. 

Sin perjuicio de la exigibilidad de garantías, cuando se declare el incumplimiento de 
pago, deberá reanudarse el proceso si aquéllas no son suficientes para cubrir la 
totalidad de la deuda. 

Lo expuesto significa que, en cualquier instancia del proceso de jurisdicción coactiva, el 
ente de control fiscal de común acuerdo con el deudor, podrán suscribir acuerdos de 
pago, lo que implica la suspensión de proceso coactivo, asimismo, suspende las 
medidas decretadas, es decir que, una vez se suscribe el acuerdo, el ente fiscal se 
encuentra en el deber de ordenar el levantamiento de las medidas cautelares que 
hubieren sido decretadas en marco del proceso coactivo. 

Referente a la liquidación que debe surtirse para la suscripción del acuerdo de pago, la 
Ley 42 de 1993, no desarrolla el procedimiento específico, así como tampoco el Código 
de Procedimiento Civil -hoy Código General del Proceso-, por lo que debe a las normas 
generales relacionadas con el proceso administrativo de cobro coactivo. 

En ese sentido, la Ley 1066 de 2006, promulgó normas orientadas a la normalización 
de la cartera pública, consagrando como obligaciones de las entidades públicas que 
tengan cartera a su favor, las siguientes: 

«Artículo 2°. Cada una de las entidades públicas que de manera permanente tengan a 
su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de 
servicios del Estado y que dentro de estas tengan que recaudar rentas o caudales 
públicos del nivel nacional o territorial deberán: 

1. Establecer mediante normatividad de carácter general, por parte de la máxima 
autoridad o representante legal de la entidad pública, el Reglamento Interno del 
Recaudo de Cartera, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley, el cual deberá 
incluir las condiciones relativas a la celebración de acuerdos de pago. 

2. Incluir en sus respectivos presupuestos de ingresos el monto total del recaudo sin 
deducción alguna. 

3. Exigir para la realización de acuerdos de pago garantías idóneas y a satisfacción de 
la entidad. 

4. Contar con el respectivo certificado de disponibilidad presupuestal y con la 
autorización de vigencias futuras, si es del caso, de conformidad con el Estatuto 
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Orgánico de Presupuesto, para la realización de acuerdos de 
pago con otras entidades del sector público. 

5. Reportar a la Contaduría General de la Nación, en las mismas 
condiciones establecidas en la Ley 901 de 2004, aquellos deudores que hayan 
incumplido los acuerdos de pagos con ellas realizadas, con el fin de que dicha entidad 
los identifique por esa causal en el Boletín de Deudores Morosos del Estado. 

6. Abstenerse de celebrar acuerdos de pago con deudores que aparezcan reportados en 
el boletín de deudores morosos por el incumplimiento de acuerdos de pago, salvo que 
se subsane el incumplimiento y la Contaduría General de la Nación expida la 
correspondiente certificación.» 

Así como el artículo 3 del Decreto 4473 de 2006, señaló: 

«Facilidades para el pago de las obligaciones a favor de las entidades públicas. Las 
entidades públicas definirán en su reglamento de cartera los criterios para el 
otorgamiento de las facilidades o acuerdos de pago que deberán considerar como 
mínimo los siguientes aspectos: 

1. Establecimiento del tipo de garantías que se exigirán, que serán las establecidas en 
el Código Civil, Código de Comercio y Estatuto Tributario Nacional. 

2. Condiciones para el otorgamiento de plazos para el pago, determinación de plazos 
posibles y de los criterios específicos para su otorgamiento, que en ningún caso 
superarán los cinco (5) años. 

3. Obligatoriedad del establecimiento de cláusulas aceleratorias en caso de 
incumplimiento. 

(…) 

Artículo 5°. Procedimiento aplicable. Las entidades objeto de la Ley 1066 de 2006 
aplicarán en su integridad, para ejercer el cobro coactivo, el procedimiento establecido 
por el Estatuto Tributario Nacional o el de las normas a que este Estatuto remita.» 

Por su parte, la Contraloría General de la República, en Concepto CGR-OJ-139-2019, se 
pronunció referente al marco normativo de los acuerdos de pago en procesos de 
jurisdicción coactiva de los entes de control, concluyendo: 

«Corresponde a cada contraloría territorial, darse su propio Reglamento Interno del 
Recaudo de Cartera de que tratan la Ley 1066 de 2006 y el Decreto 4473 de 2006, 
conforme a la autonomía que les otorgan los artículos 1 y 272 de la Constitución 
Política. 

Dicho reglamento de cartera es el que trae posible la reglamentación de dos etapas del 
recaudo de cartera, el primero pre procesal que es cobro persuasivo, y la segunda 
etapa que es la jurisdicción coactiva, donde la entidad ejerce la facultad de cobro 
coactivo. 

En el mismo sentido, la estipulación de los acuerdos de pago sobre las obligaciones 
fiscales cuyo cobro ha sido encomendado a las contralorías, para el resarcimiento del 
patrimonio público, tendrán que respetar las normas de rango constitucional señalada 
en los artículos 209 y 268 (numeral 5) de la Carta, las normas especiales como son las 
leyes 42 de 1993, 610 de 2000 y 1474 de 2011. En lo que no esté expresamente 
regulado en aquellas, corresponderá aplicar la norma general, como es la Ley 1066 de 
2006 y el Decreto 4473 de 2006.» 

A su vez la Auditoría General de la República mediante Concepto 110.035.2023, 
concluyó: 
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«En ese sentido, es dable concluir que, las contralorías 
territoriales deberán internamente regular lo correspondiente al 
cobro de deudas públicas a su favor, incluyendo lo relacionado a 

acuerdos de pago, teniendo en cuenta que, aquellas derivadas propiamente de la 
función de vigilancia y control fiscal deberán estar en armonía con las normas de 
carácter especial ya señaladas de en presente concepto y lo no regulado en ellas, se 
ceñirán a lo previsto en la normatividad de carácter general.» 

Sobre los intereses que se causan en los acuerdos de pago, el Estatuto Tributario, en el 
numeral 3 del parágrafo del artículo 814, señaló: 

«Los intereses que se causen por el plazo otorgado en el acuerdo de pago para las 
obligaciones fiscales susceptibles de negociación, se liquidarán a la tasa que se haya 
pactado en el acuerdo de restructuración con las entidades financieras». 

En virtud de lo anterior, cada ente de control debe regular internamente el 
procedimiento de recaudo de cartera, el cual debe estar en consonancia con las normas 
especiales y generales de la materia, incluyendo lo relativo a los acuerdos de pago, 
resaltándose que de acuerdo a la postura de este Despacho y la posición de la 
Contraloría General de la República, la celebración de es tos conlleva necesariamente la 
liquidación del valor de la deuda, los intereses y las costas a satisfacción, incluyéndose 
dentro de los intereses, no solo los causados hasta la fecha de celebración del acuerdo, 
sino también aquellos derivados del tiempo en el que se difiera la misma. 

2.2. Muerte del implicado y emplazamiento a herederos 

El artículo 19 de la Ley 610 de 2000, establece: 

«Muerte del implicado y emplazamiento a herederos. En el evento en que 
sobrevenga la muerte del presunto responsable fiscal antes de proferirse fallo con 
responsabilidad fiscal debidamente ejecutoriado, se citarán y emplazarán a sus 
herederos con quienes se seguirá el trámite del proceso y quienes responderán hasta 
concurrencia con su participación en la sucesión». 

A su vez, la Corte Constitucional mediante Sentencia C- 131 de 2003- expediente D-
4211, consideró: 

«4. Calidad de los herederos en el proceso de responsabilidad fiscal según el artículo 19 
de la ley 610 de 2.000 

4.1 El objeto de la ley 610 de 2.000 es desarrollar la responsabilidad fiscal de quienes 
realizan gestión fiscal (artículo 4 de la ley 610 de 2000). Tal gestión es, como allí 
mismo se señala, “la actividad que realizan los servidores públicos y las personas de 
derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos” (artículo 3 de 
la ley 610 de 2000). Resulta claro entonces que el sujeto pasivo dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal sólo puede ser aquel quien tenga la calidad de gestor fiscal en los 
términos que señala la ley; es decir, si la conducta no fue realizada por un gestor fiscal 
no podrá iniciarse proceso fiscal en su contra o, de iniciarse, operaría una causal de 
cesación de la acción fiscal. por ello no es dable confundir la calidad – en sentido 
sustancial– del gestor contra el que se adelanta un proceso de responsabilidad fiscal 
con la calidad de otras personas llamadas a vincularse al proceso en virtud de una 
sucesión procesal. 

[…] 

La doctrina, es recurrente al señalar que de lo que se trata es de una sucesión 
meramente procesal que en nada modifica la relación sustancial inherente al derecho 
que se controvierte. De allí entonces que se pueda afirmar que el sujeto pasivo dentro 
del proceso de responsabilidad sólo puede ser aquel que tenga la calidad de gestor 
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fiscal, y al mismo tiempo señalar que en caso de muerte del 
gestor el proceso se seguirá con sus herederos, sin que haya 
lugar a confundir al eventual obligado en la relación sustancial 

con la parte procesal, por sucesión, en el respectivo proceso de responsabilidad 
patrimonial. 

5. No violación del derecho a la defensa y al debido proceso de los herederos mediante 
la sucesión procesal en el proceso de responsabilidad fiscal. 

[…] 

De igual modo, en el proceso de responsabilidad fiscal, siendo su naturaleza resarcitoria 
y patrimonial, el interés es garantizar que se puedan satisfacer con el patrimonio del 
responsable, los daños ocasionados al erario como consecuencia de una actuación 
culposa o dolosa que haya causado un detrimento patrimonial al erario público. la 
muerte del responsable no es obstáculo para la realización de tal objetivo; ello porque 
la sucesión procesal permite la vinculación de los herederos, como directos interesados 
en la protección de la universalidad patrimonial de la cual tienen parte, para que 
intervengan en el proceso, con lo cual también se protegen plenamente sus derechos 
constitucionales, en especial los derechos a la propiedad, a la defensa y al debido 
proceso. 

De esta figura procesal se derivan varias consecuencias; dentro de las más importantes 
se encuentra la de que el heredero sucesor adquiere la calidad de parte con todas las 
consecuencias que ello genera. así lo señala el mismo artículo 60 del código de 
procedimiento civil al señalar que “...en todo caso la sentencia producirá efectos contra 
ellos aunque no concurran”. Tan cierta es su necesaria vinculación al proceso, que al 
momento de morir el deudor –aquí el gestor fiscal– opera la sucesión procesal en forma 
forzosa, debiéndose citar a las personas que tienen la representación del causante, so 
pena de que se configure una causal de nulidad del proceso. 

[...]». 

Expuesto lo anterior, debe indicarse que, de no ser vinculados los herederos al proceso 
de responsabilidad fiscal, se estaría violando su legítimo derecho a ser escuchados en 
un proceso que afecta sus intereses patrimoniales sobre la herencia, pues de continuar 
el proceso sin su presencia, muy probablemente el fallo de responsabilidad fiscal se 
configuraría en contra del gestor, de otro lado, si el proceso de responsabilidad fiscal 
no continuara, se estaría creando como nueva causal para la cesación de la acción 
fiscal la muerte del gestor, con lo cual se cambiaría la naturaleza de este proceso de 
interés patrimonial a otro de naturaleza personal es evidente que ninguna de las dos 
posibilidades son legítimas. 

De lo expuesto, se puede concluir que la naturaleza resarcitoria y patrimonial del 
proceso de responsabilidad fiscal se desprende que los principios generales del derecho 
civil en materia de sucesión procesal, su aplicación no desconoce los derechos 
constitucionales de los herederos sino que por el contrario, permite al acreedor, en este 
caso al Estado, buscar el resarcimiento del daño así como a los herederos participar en 
calidad de partes, con todas las consecuencias que ello implica, en especial la de 
ejercer el derecho de defensa en un proceso que afecta sus legítimos intereses 
patrimoniales en la herencia del causante, por lo que se debe garantizar el derecho al 
debido proceso para evitar se genere alguna nulidad procesal. 

2.3. Vinculación del garante 

El artículo 44 de la Ley 610 de 2000, establece: 

«Vinculación del garante: Cuando el presunto responsable, o el bien o contrato sobre el 
cual recaiga el objeto del proceso, se encuentren amparados por una póliza, se 
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vinculará al proceso a la compañía de seguros, en calidad de 
tercero civilmente responsable, en cuya virtud tendrá los 
mismos derechos y facultades del principal implicado. 

La vinculación se surtirá mediante la comunicación del auto de apertura del proceso al 
representante legal o al apoderado designado por éste, con la indicación del motivo de 
procedencia de aquella». 

A su vez la Corte Constitucional en Sentencia C-648/02, se pronunció respecto a la 
vinculación del garante en los siguientes términos: 

«El objeto de las garantías lo constituye entonces la protección del interés general, en 
la medida en que permiten resarcir el detrimento patrimonial que se ocasione al 
patrimonio público por el incumplimiento de las obligaciones adquiridas por el 
contratista, por la actuación del servidor público encargado de la gestión fiscal, por el 
deterioro o pérdida del bien objeto de protección o por hechos que comprometan su 
responsabilidad patrimonial frente a terceros. 

En materia contractual existen dos tipos de garantías, según el objeto, la oportunidad y 
finalidad con las que se constituyen: las garantías precontractuales, para garantizar la 
seriedad de la oferta, y las garantías contractuales, para asegurar los riesgos que 
puedan afectar el patrimonio público durante la ejecución del contrato estatal. Los 
riesgos asegurables en la segunda modalidad de garantías son el buen manejo e 
inversión del anticipo, el cumplimiento de las obligaciones del contrato, las obligaciones 
laborales de los trabajadores del contratista, el saneamiento por vicios ocultos y la 
responsabilidad civil. Estas garantías son obligatorias en los contratos estatales, salvo 
las excepciones que señale la ley. 

[…] 

En estas circunstancias, cuando el legislador dispone que la compañía de seguros sea 
vinculada en calidad de tercero civilmente responsable en los procesos de 
responsabilidad fiscal, actúa en cumplimiento de los mandatos de interés general y de 
finalidad social del Estado. El papel que juega el asegurador es precisamente el de 
garantizar el pronto y efectivo pago de los perjuicios que se ocasionen al patrimonio 
público por el servidor público responsable de la gestión fiscal, por el contrato o el bien 
amparados por una póliza. 

Es decir, la vinculación del garante está determinada por el riesgo amparado, en estos 
casos la afectación de patrimonio público por el incumplimiento de las obligaciones del 
contrato, la conducta de los servidores públicos y los bienes amparados, pues de lo 
contrario la norma acusada resultaría desproporcionada si comprendiera el deber para 
las compañías de seguros de garantizar riesgos no amparados por ellas. 

[…] 

Por consiguiente, la vinculación del asegurador establecida en la norma acusada, 
además del interés general y de la finalidad social del Estado que representa, 
constituye una medida razonable, en ejercicio del amplio margen de configuración 
legislativa garantizado en estas materias por el artículo 150 de la Carta Política. Atiende 
los principios de economía procesal y de la función administrativa a que aluden los 
artículos 29 y 209 de la Constitución. Además, evita un juicio adicional para hacer 
efectivo el pago de la indemnización luego de la culminación del proceso de 
responsabilidad fiscal, con lo cual se logra, en atención de los principios que rigen la 
función administrativa, el resarcimiento oportuno del daño causado al patrimonio 
público. Así, desde la perspectiva del reparo de constitucionalidad formulado, no hay 
vulneración de las normas invocadas por los demandantes. 
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10. En conclusión, las respuestas a los interrogantes arriba 
planteados son estas: 1ª) Las contralorías sí pueden ejercer 
control fiscal sobre los contratos estatales, en dos momentos, a) 

una vez concluidos los trámites administrativos de legalización de los contratos y b) una 
vez liquidados o terminados los contratos; tal actuación no constituye vulneración del 
carácter posterior del control asignado a estos organismos por los artículos 267 y 272 
de la Constitución Política; 2ª) La naturaleza y el carácter administrativo, resarcitorio y 
autónomo del control fiscal permiten la determinación de responsabilidad fiscal con 
ocasión de la gestión fiscal, lo cual no significa que las contralorías invadan órbitas de 
competencia de otras autoridades que tengan a cargo la determinación de otros tipos 
de responsabilidad de los servidores públicos o de particulares, incluso por una misma 
actuación; y 3ª) La vinculación de las compañías de seguros en los procesos de 
responsabilidad fiscal representa una medida legislativa razonable en aras de la 
protección del interés general y de los principios de igualdad, moralidad, eficiencia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad de la función pública. 

[…]» 

En el mismo sentido resulta importante analizar lo contemplado los artículos 119 y 120 
de la Ley 1437, los cuales establecen: 

«Artículo 119. Solidaridad. En los procesos de responsabilidad fiscal, acciones 
populares y acciones de repetición en los cuales se demuestre la existencia de daño 
patrimonial para el Estado proveniente de sobrecostos en la contratación u otros 
hechos irregulares, responderán solidariamente el ordenador del gasto del respectivo 
organismo o entidad contratante con el contratista, y con las demás personas que 
concurran al hecho, hasta la recuperación del detrimento patrimonial. 

Artículo 120. Pólizas. Las pólizas de seguros por las cuales se vincule al proceso de 
responsabilidad fiscal al garante en calidad de tercero civilmente responsable, 
prescribirán en los plazos previstos en el artículo 9 de la Ley 610 de 2000». 

La finalidad de la vinculación de la aseguradora al proceso de responsabilidad fiscal, 
consiste en resarcir el patrimonio público, hasta por el valor amparado menos el 
deducible esto debido a lo amparado con la póliza de seguro contratada; en los 
procesos de responsabilidad fiscal pueden verse afectadas diferentes pólizas dentro de 
las que se encuentran las de cumplimiento, póliza de segura de manejo, póliza de 
servidores públicos, póliza de directores y administradores, entre otras. 

Para el caso particular del cobro de sumas determinadas en los fallos con 
responsabilidad fiscal, es preciso indicar que los órganos de control fiscal deben aplicar 
la solidaridad según lo dispuesto en el artículo 119 de la Ley 1474 de 2011. 

3. Conclusiones 

Los conceptos emitidos por la Auditoría General de la República, los temas consultados 
se abordan de manera general y abstracta sin entrar a resolver situaciones particulares 
y no tienen carácter de fuente normativa sin que tengan obligatoriedad de 
cumplimiento. 

Les corresponde a los órganos de control fiscal analizar cada caso en particular a 
efectos de determinar si procede o no la prescripción de la acción de cobro, en títulos 
ejecutivos originados en fallos con responsabilidad fiscal y procesos administrativos 
sancionatorios, con fundamento en la normativa vigente, bajo el entendido que estos 
procesos de jurisdicción coactiva se rigen por norma especial, como lo es la Ley 42 de 
1993, tal como lo señala el artículo 100 del CPACA y que en lo no previsto remite a la 
Ley 1564 de 2012 -Código General del Proceso-“ 
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De lo anteriormente descrito por parte de la Auditoría General 
de la República, este despacho concluye que el proceso de 
jurisdicción coactiva de competencia de las contralorías se 

enmarca en un sistema complejo y normativamente fragmentado, que combina 
disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias. A lo largo de los años, se ha 
establecido que la Contraloría General de la República y las contralorías territoriales tienen 
la facultad de ejercer la jurisdicción coactiva, para recaudar deudas derivadas de los 

procesos de responsabilidad fiscal, sin la intervención judicial directa.  

La regulación sobre la prescripción de la acción de cobro se encuentra sujeta a un término 
de cinco años, conforme al artículo 817 del Estatuto Tributario, pero también enfrenta 
múltiples interpretaciones debido a la coexistencia de normas y principios diferentes. El 
artículo 90 y subsiguientes de la Ley 42 de 1993, que establece reglas especiales para los 
procesos derivados de la responsabilidad fiscal, genera un conflicto interpretativo sobre la 
aplicación del término de prescripción, lo que ha llevado a una falta de claridad en la 
materia, sin embargo, a consideración de este despacho es pertinente indicar tal y como 
lo señala la Auditoría en la presente consulta que para los aspectos no previstos en el 

Estatuto Tributario o en las respectivas normas especiales, se aplicarán las reglas de 
procedimiento establecidas en el código administrativo y de lo contencioso administrativo 
y, en su defecto, el Código de Procedimiento Civil en lo relativo al proceso objeto de la 
presente consulta. 

Por otra parte, referente a los acuerdos de pago, la muerte del implicado y emplazamiento 
a herederos, como la vinculación del garante, se rigen por principios jurídicos que buscan 
la protección del patrimonio público, la transparencia y el cumplimiento de las 
responsabilidades fiscales. Los entes de control deben aplicar correctamente las 
normativas correspondientes, garantizando que los procedimientos sean justos y que los 

derechos de los involucrados sean respetados, al mismo tiempo que se logra el 
resarcimiento de los daños causados al erario público. 

El presente concepto sirve como carácter orientador tal como lo determinó la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo de Consejo de Estado en Auto del 19 
de mayo de 2016 dentro del expediente radicado 20392 - 25000- así: 

23-37-000-2012-00320-01: Ahora, el artículo 25 del Decreto 01 de 1984 (hoy regulado en 
términos similares por el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011) prevé la consulta como una 
forma de ejercer el derecho de petición. La respuesta que da la administración se llama 
concepto y, en general, nace de la obligación de atender solicitudes de información sobre 
las materias que tiene a cargo. Los conceptos sirven para orientar a los asociados sobre 
alguna cuestión que puede afectarlos. Pero eso no indica que siempre se trate de una 
manifestación unilateral de voluntad y, por ende, capaz de producir algún efecto jurídico 
general y abstracto. De hecho, los conceptos que emite la administración en relación con 
las materias que tienen a cargo no comprometen su responsabilidad “ni serán de 
obligatorio cumplimiento o ejecución" (Negrilla fuera de texto)  

Cordialmente,  
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